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Santiago de Cali, Julio de 2021 

 

 

 

Doctor:  

LORENA SILVANA MARTINEZ JARAMILLO 

JUEZ DIECISEIS ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE CALI 

E.  S.  D. 

 

 

REFERENCIA: CONTESTACION DE DEMANDA  

 

 

RADICACIÓN:   760013333016-2019-00343-00 

DEMANDANTE:  JHON ALEJANDRO CAICEDO RODRIGUEZ Y OTROS  

DEMANDADO:  NACIÓN – MINISTERIO DE DEFENSA – EJERCITO 

NACIONAL  

MEDIO DE CONTROL:  REPARACION DIRECTA 

 

 

MARCO ESTEBAN BENAVIDES ESTRADA, abogado en ejercicio, identificado 

con Cédula de Ciudadanía No. 12.751.582 de Pasto y Tarjeta Profesional 

No. 149110 del Consejo Superior de la Judicatura, en mi calidad de 

apoderado judicial de la NACIÓN - MINISTERIO DE DEFENSA – EJERCITO 

NACIONAL, me permito comparecer al proceso. En consecuencia solicito 

de manera respetuosa se me reconozca personería jurídica para actuar en 

los términos y para los fines indicados en el poder a mi conferido y el cual 

aporto con sus respectivos soportes. Con base en el mismo y por medio del 

presente escrito procedo a dar CONTESTACION A LA DEMANDA del 

proceso de la referencia, para lo cual pongo a consideración las siguientes 

consideraciones y argumentos: 

 

 

FRENTE A LAS PRETENSIONES: 

 

En calidad de apoderado judicial de la parte demandada NACIÓN - 

MINISTERIO DE DEFENSA – EJERCITO NACIONAL me opongo a todas y cada 

una de las pretensiones, declaraciones y condenas formuladas en la 

demanda, ya que mi representada no puede responder por las 

complicaciones en la salud de JHON ALEJANDRO CAICEDO RODRIGUEZ, 

porque las lesiones padecidas por la hoy demandante hayan sido 

producto DE LA ACCIÓN U OMISIÓN de mis representadas. Al contrario se 

observa que mi representada ha actuado de conformidad con la 

constitución y la ley y garantizando el derecho a la salud del hoy 

demandante, es evidente que las complicaciones en la salud del hoy 

demandante se deben a causas externas a la prestación del servicio militar 

obligatorio, se trata de enfermedades comunes que no se relacionan con 

el ente militar. 

 

ANTECEDENTES 

 

Este abogado no desconoce que mediante auto No. 69 de 30 de 

septiembre de 2020 proferido por el Magistrado OSCAR ALONSO VALERO 
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NISIMBLAT revocó la decisión de primera instancia que había rechazado  

de plano la demanda por caducidad, sorprende a este apoderado que a 

septiembre de 2020 es decir 8 meses después de que se profirió la 

sentencia de unificación sobre el termino de caducidad del medio de 

control de reparación directa (aplicable de forma obligatoria a todos los 

casos en los que se persiga la reparación de perjuicios por parte del 

estado) Arguye el citado magistrado que se debe tener en cuenta un 

término armónico con preceptos constitucionales y se debe contabilizar el 

termino de caducidad desde el día siguiente a la notificación del Acta e 

Junta Medico Laboral, algo que va en contra de la jurisprudencia 

aplicable y es por esto que al evidenciar un olvido, error humano o falta de 

rigurosidad en el análisis de la segunda instancia es que este apoderado, 

insistirá en la declaratoria de caducidad conforme lo impone la sentencia 

de unificación y es que la Ley 1437 de 2011 establece al respecto de la 

obligatoriedad de este tipo de sentencias: 

 

“El artículo 10 consagra de manera expresa el deber de las autoridades de 

aplicar de manera uniforme las normas jurídicas a situaciones que 

compartan los mismos supuestos fácticos o jurídicos:  

 

“Artículo 10. Deber de aplicación uniforme de las normas y la 

jurisprudencia. Al resolver los asuntos de su competencia, las autoridades 

aplicarán las disposiciones constitucionales, legales y reglamentarias de 

manera uniforme a situaciones que tengan los mismos supuestos fácticos y 

jurídicos. Con este propósito, al adoptar las decisiones de su competencia, 

deberán tener en cuenta las sentencias de unificación jurisprudencial del 

Consejo de Estado en las que se interpreten y apliquen dichas normas.”1 

 

Como se observa, de esta norma se derivan dos mandatos: el deber de 

resolver de manera igual los casos iguales mediante la aplicación uniforme 

de las normas constitucionales, legales o reglamentarias aplicables, y la 

obligación de tener en cuenta las decisiones de constitucionalidad 

(Sentencia C-818 de 2011) y las sentencias de unificación del Consejo de 

Estado en que tales normas se hayan interpretado. Dicho de otra manera, 

se establece una prohibición general de resolver de manera distinta casos 

iguales. 

 

El artículo 270 del CPACA define cuáles son las sentencias de unificación 

jurisprudencial que producen los efectos internos y externos anteriormente 

referidos, así: 

 

“Artículo 270. Sentencias de unificación jurisprudencial. Para los efectos de 

este Código se tendrán como sentencias de unificación jurisprudencial las 

que profiera o haya proferido el Consejo de Estado por importancia 

jurídica o trascendencia económica o social o por necesidad de unificar o 

sentar jurisprudencia; las proferidas al decidir los recursos extraordinarios y 

las relativas al mecanismo eventual de revisión previsto en el artículo 36A 

de la Ley 270 de 1996, adicionado por el artículo 11 de la Ley 1285 de 

2009.” (Se resalta). De acuerdo con la definición anterior esta clase de 

sentencias escapa a la simple noción de jurisprudencia o de línea 
                                                           
1
 Declarado exequible condicional, en el entendido que las autoridades administrativas también deberán 

tener en cuenta, de manera prevalente, las sentencias de constitucionalidad en que se hayan interpretado 
las normas aplicables al caso (Sentencia C-818 de 2011). 
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jurisprudencial, en la medida en que se les otorga el carácter de 

orientadoras de las decisiones que se profieran sobre casos similares 

sometidos a idénticos supuestos fácticos y jurídicos, por la administración o 

por la autoridad judicial. En dichas decisiones se efectúa una 

interpretación de un derecho preexistente y se orienta su aplicación a 

determinados casos, con el ánimo de garantizar los principios de seguridad 

jurídica e igualdad, los cuales se materializan con la aplicación uniforme 

de las normas y de la jurisprudencia del Consejo de Estado.”2 

 

Por todo lo anterior y teniendo como antecedente un pronunciamiento 

equivoco del Tribunal Administrativo de Valle del Cauca es que se deberá 

volver a hacer un estudio de caducidad del medio de control que nos 

ocupa y el mismo deberá acatar la sentencia de unificación de 29 de 

enero de 2020 y declarará la caducidad ya sea señora Juez por su 

despacho al momento de decidir las excepciones, en la sentencia o por la 

segunda instancia cuando le corresponda. 

 

EXCEPCIONES  

 

CADUCIDAD 

 

Se tiene por establecido que la caducidad se configura cuando el plazo 

consagrado en la ley para instaurar algún tipo de acción, ha vencido. Es la 

sanción que determina la ley por el no ejercicio oportuno del derecho de 

acción, en tanto al exceder los plazos preclusivos para acudir a la 

jurisdicción, se ve limitado el derecho que le asiste a toda persona de 

solicitar que sea definido un conflicto por el aparato jurisdiccional del 

poder público. Las normas de caducidad tienen fundamento en la 

seguridad jurídica que debe imperar en todo ordenamiento, en el sentido 

de impedir que situaciones permanezcan en el tiempo, sin que sean 

definidas judicialmente. En otros términos, el legislador establece unos 

plazos razonables para que las personas, en ejercicio de una determinada 

acción y, con el fin de satisfacer una pretensión específica, acudan a la 

jurisdicción a efectos de que el respectivo litigio o controversia, sea resuelto 

con carácter definitivo por el juez competente. 

 

El literal i, numeral 2 del artículo 164 de la Ley 1437 de 2011 no modificó el 

término de caducidad establecido en el Código Contencioso 

Administrativo anterior como vemos así quedo actualmente establecido 

con la reforma:  

 

“Artículo 164. Oportunidad para presentar la demanda. La demanda 

deberá ser presentada:  

 

(…) 2. En los siguientes términos, so pena de que opere la 

caducidad:  

…i) Cuando se pretenda la reparación directa, la demanda deberá 

presentarse dentro del término de dos (2) años, contados a partir del día 

siguiente al de la ocurrencia de la acción u omisión causante del daño, o 

de cuando el demandante tuvo o debió tener conocimiento del mismo si 

                                                           
2
 http://www.consejodeestado.gov.co/documentos/biblioteca/libros/sentenciasunificacion/libro.pdf. 
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fue en fecha posterior y siempre que pruebe la imposibilidad de haberlo 

conocido en la fecha de su ocurrencia.”  

 

En el caso particular, tenemos que el litigio se promueve con ocasión de las 

lesiones sufridas por el joven JHON ALEJANDRO CAICEDO RODRIGUEZ, según 

consta en la historia clínica y las valoraciones medico laborales se suscitan 

sus enfermedades en 30 de septiembre de 2014 y 30 de septiembre de 

2015 acorde con las valoraciones de los especialistas que refieren la misma 

fecha y es desde esa fecha la que se constituye en el punto de partida 

para la contabilización del término de caducidad como en efecto lo 

señaló el Consejo de Estado en sus más recientes pronunciamientos. Este 

apoderado considera que se debe plantear la tesis que el demandante 

conoció de su lesión en el año 2014 y 2015, se trató de un evento medico 

perceptible y no resulta apropiado afirmar que el demandante (lesionado) 

no tuvo conocimiento del daño por el que se encuentra reclamando sino 

hasta que fue notificado del contenido del Acta de Tribunal Médico 

laboral de 2018, debido a que las causas de su lesión fueron evidentes sino 

porque, además, las secuelas que dejó ese hecho no se constituyen en el 

daño en si sino en su consecuencia. 

 

Y es que esta posición la ha mantenido el H. Consejo de Estado, que en 

múltiples – y recientes- providencias se ha pronunciado al respecto. A 

manera de Guisa, quisiéramos traer la Sentencia del 14 de febrero de 20183 

en la que se señaló: 

 

“(…) se encuentra probado que el daño ocasionado con la 

explosión de una granada tuvo lugar el 13 de febrero de 

2004, de manera que lo procedente era iniciar el conteo 

del término de la caducidad desde esta fecha, 

comoquiera que la víctima tenía plena certeza sobre su 

ocurrencia, cual es el punto de partida para presentar la 

acción de reparación directa. De modo distinto, los 

demandantes la ejercieron el 3 de octubre de 2006, 

cuando el término se encontraba ampliamente vencido, 

de manera que está vedada la posibilidad de entrar a 

revisar el fondo del asunto. No puede pensarse que la 

actora solo conoció el daño cuando se le notificó el 

resultado del examen de la Junta de Calificación de 

Invalidez, pues no se habría sometido a tal trámite, de no 

ser porque ya conocía la existencia del daño cuya 

reparación se pretendía en este asunto (…)” (Destacado 

fuera de texto). 

 

Así mismo y específicamente sobre el conteo del término de caducidad 

con base en los dictámenes de las Juntas Médicas, mediante providencia 

del 29 de Noviembre de 20184 en la que se reiteró posición unificada, el 

Consejo de Estado dispuso:  

                                                           
3
 CONSEJO DE ESTADO, SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO, SECCIÓN TERCERA, SUBSECCIÓN 

B, SENTENCIA DEL CATORCE (14) DE FEBRERO DE DOS MIL DIECIOCHO (2018), RADICACIÓN NÚMERO: 
19001-23-31-000-2006-01053-01(39760), CONSEJERA PONENTE: STELLA CONTO DÍAZ DEL CASTILLO 
4
 CONSEJO DE ESTADO SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO SECCIÓN TERCERA SALA PLENA 

CONSEJERA PONENTE: MARTA NUBIA VELÁSQUEZ RICO BOGOTÁ D.C., VEINTINUEVE (29) DE NOVIEMBRE DE 
DOS MIL DIECIOCHO (2018) RADICACIÓN NÚMERO: 54001-23-31-000-2003-01282-02(47308) ACTOR: JESÚS 
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“(…) Para la Sala, respecto de los hechos que generan 

efectos perjudiciales inmediatos e inmodificables en la 

integridad psicofísica de las personas, aquellos cuyas 

consecuencias se vislumbran al instante, con rapidez, y 

dejan secuelas permanentes, la contabilización del término 

de caducidad se inicia desde el día siguiente al 

acaecimiento del hecho, al tenor del numeral 8 del artículo 

136 del Código Contencioso Administrativo y el literal i del 

artículo 164 de la Ley 1437 de 2011. 

(…) 

 

En estas condiciones, la fecha de conocimiento sobre la 

magnitud del daño, a través de la notificación del 

dictamen proferido por una Junta de Calificación de 

Invalidez no puede constituirse, en ningún caso, como 

parámetro para contabilizar el término de caducidad, por 

cuanto: 

 

El dictamen proferido por una junta de calificación de 

invalidez no comporta un diagnóstico de la enfermedad o 

de la lesión padecida por una persona, pues la junta se 

limita a calificar una situación preexistente con base en las 

pruebas aportadas, entre las cuales se destaca la historia 

clínica del interesado; además, la junta puede ordenar la 

práctica de exámenes complementarios para determinar 

aspectos necesarios que inciden en la valoración de cada 

caso concreto. 

(…) 

 

Al hacerse depender el cómputo del término de 

caducidad de la notificación del dictamen practicado por 

la junta de calificación de invalidez, se dejaría en manos de 

la víctima directa del daño la facultad de decidir el 

momento a partir del cual inicia el conteo, pues podría 

diferir en el tiempo su notificación o, incluso, no realizar el 

trámite para la calificación de la pérdida de capacidad 

laboral, lo que dejaría en el limbo la fecha de inicio del 

conteo. Adicionalmente, la calificación de invalidez no 

constituye un requisito de procedibilidad para demandar y, 

por ello, el afectado puede acudir ante la jurisdicción de lo 

contencioso administrativo en sede de reparación directa, 

aunque no se le hubiere valorado la magnitud de la lesión, 

por cuanto la exigencia de tal requisito para el cómputo de 

la caducidad implicaría la creación de un requerimiento 

que la ley no contempla. En este tema no existe tarifa 

probatoria y el demandante bien puede aportar o solicitar 

las pruebas periciales que estime pertinentes para probar el 

grado de afectación en el transcurso del proceso (...)” 

(Destacado fuera de texto). 

                                                                                                                                                                                 
APARICIO VERA Y OTROS DEMANDADO: NACIÓN - DEPARTAMENTO ADMINISTRATIVO DE SEGURIDAD – 
DAS- HOY UNIDAD NACIONAL DE PROTECCIÓN –UNPREFERENCIA: ACCIÓN DE REPARACIÓN DIRECTA. 
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Nótese su Señoría que los pronunciamientos que se han realizado en la 

Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo son uniformes desde el año 

2018 con ocasión a la Posición Unificada antes mencionada y el mismo 

Consejo de Estado ha ratificado lo ha ratificado como puede observarse, 

por ejemplo, en la Sentencia del 14 de marzo de 20195 en la que se señaló: 

 

“(…) De modo reciente, la Sala Plena de la Sección Tercera 

abordó el tema relativo al cómputo del término de 

caducidad en casos de lesiones personales, y precisó que 

la calificación sobre la pérdida de la capacidad laboral 

realizada por las juntas de calificación de invalidez no 

constituye criterio que determine el conocimiento del daño 

toda vez que lo que allí se refleja es la magnitud de una 

lesión respecto de la cual el afectado debió tener 

conocimiento previo. 

(…) 

Teniendo en cuenta que en el asunto que ocupa la 

atención de la Sala, el hecho que constituye la causa del 

daño fue el ataque de algunos integrantes del grupo 

guerrillero denominado FARC a una tropa del Ejército 

Nacional, que dejó como resultado las lesiones causadas a 

los soldados aquí demandantes, el cual ocurrió el 6 de 

noviembre de 2010, no puede predicarse el 

desconocimiento del daño al momento de su causación, 

pues se trató de un hecho que causó lesiones evidentes en 

el instante mismo de su ocurrencia. 

En ese sentido, la Sala difiere de la apreciación de la parte 

actora sobre la concreción del daño en el momento en 

que conoció el porcentaje de pérdida de la capacidad 

laboral dado que la calificación de ese porcentaje 

constituye la valoración de la magnitud del mismo y sus 

secuelas, pero no su concreción, por lo que este hecho no 

tiene la vocación de modificar la fecha a partir de la cual 

debe iniciar el cómputo del término de caducidad, pues el 

daño, consistente en las lesiones sufridas por los soldados se 

concretó en el momento mismo del ataque referido, toda 

vez que desde ahí los afectados estaban en condiciones de 

percibir el alcance de las lesiones y los posibles efectos que 

aquellas conllevaban. 

En ese orden de ideas, dado que los demandantes tuvieron 

conocimiento pleno del daño el mismo día que lo sufrieron, 

esto es, el 6 de noviembre de 2010, el término para 

presentar la demanda en ejercicio del medio de control de 

reparación directa empezó a correr el 7 de noviembre de 

2010 y feneció el 7 de noviembre de 2012; por lo que se 

concluye que para la fecha en la cual se presentó la 

demanda, a saber, 16 de febrero de 2017, había operado 

el fenómeno de la caducidad (…)” (Destacado fuera de 

texto). 

                                                           
5
 CONSEJO DE ESTADO, SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO - SECCIÓN TERCERA - SUBSECCIÓN A - Consejera 

ponente: MARÍA ADRIANA MARÍN - Bogotá, D.C., catorce (14) de marzo de dos mil diecinueve (2019) - Radicación: 
54001-23-33-000-2017-00106-01 (60948) - Actor: LUIS ALBERTO PINTO BELEÑO Y OTROS - Demandado: NACIÓN 
– MINISTERIO DE DEFENSA – EJÉRCITO NACIONAL 
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Así las cosas, si en el sub judice está demostrado que las lesiones del señor 

JHON ALEJANDRO CAICEDO RODRIGUEZ ocurrieron en 2014 y 2015, esa 

fecha es la que debe tomarse para iniciar a contar el término de 

caducidad pues resulta ser aquella en la que no solo sufrió el daño sino 

que tuvo plena conciencia del mismo pues insistimos en que el suceso no 

fue imperceptible ni tampoco progresivo. De igual forma la historia clínica 

del paciente evidencia que desde el año 2016 venía siendo tratado por 

psiquiatría, como se lee de la historia clínica aportada por la parte 

demandante: 

 

2014: 

 

 
 

2015: 
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LA SENTENCIA DE UNIFICACION DE 2020 RESPECTO A LA CADUCIDAD 

 

Finalmente con el propósito de superar la discusión sobre el tema en 

comento, la Sala Plena de la Sección Tercera del Consejo de Estado, en 

Sentencia de 29 de enero de 2020, unificó su criterio sobre la caducidad 

del medio de control de reparación directa, y precisó que cuando se 

pretenda la declaratoria de responsabilidad del Estado, debe tenerse 

cuenta el termino establecido por el legislador para ejercer la acción 

judicial, incluyendo los casos de actos constitutivos de lesa humanidad o 

cualquier otro. 

 

“Así las cosas, la jurisprudencia de la Sección Tercera del Consejo de 

Estado se unificará en relación con la caducidad de las pretensiones 

indemnizatorias formuladas con ocasión de los delitos de lesa humanidad, 

los crímenes de guerra y cualquier otro asunto en el que se pueda solicitar 

la declaratoria de responsabilidad patrimonial al Estado, bajo las siguientes 

premisas: i) en tales eventos resulta exigible el término para demandar 

establecido por el legislador; ii) este plazo, salvo el caso de la desaparición 

forzada, que tiene regulación legal expresa, se computa desde cuando los 

afectados conocieron o debieron conocer la participación por acción u 

omisión del Estado y advirtieron la posibilidad de imputarle responsabilidad 

patrimonial, y iii) el término pertinente no se aplica cuando se observan 

situaciones que hubiesen impedido materialmente el ejercicio del derecho 

de acción y, una vez superadas, empezará a correr el plazo de ley.  

Finalmente, se precisa que el término de caducidad para solicitar al Estado 

la indemnización de un daño es inaplicable en aquellos eventos en los que 

se adviertan circunstancias que hubiesen impedido, desde el punto de 

vista material, el ejercicio del derecho de acción, lo que puede ocurrir 

frente a los delitos de lesa humanidad, los crímenes de guerra o cualquier 

otro asunto en el que se pueda demandar la responsabilidad patrimonial 

Estado, pues para tales efectos no resulta determinante la situación 

causante del daño, sino la condición particular de quien acude a la 

administración de justicia.  

(…)  

Así las cosas, la Sección Tercera concluye que las situaciones que se 

pretenden salvaguardar con la imprescriptibilidad de la acción penal en 

los delitos de lesa humanidad y los crímenes de guerra se encuentran 

previstas en materia de lo contencioso administrativo al amparo de la 

hipótesis del conocimiento del hecho dañoso y en virtud de lo cual el 

término de caducidad sí debe exigirse en estos eventos, pero a partir de 

que se advierta que el interesado sabía o tenía la posibilidad de advertir 

que el Estado tuvo alguna injerencia en la controversia y era susceptible 

de ser demandado en los términos del artículo 90 de la Constitución 

Política. 

 

En virtud de lo anterior el Consejo de Estado, ordenó:  

 

“PRIMERO: UNIFICAR la jurisprudencia de la Sección Tercera del Consejo de 

Estado, en relación con la caducidad de las pretensiones indemnizatorias 

formuladas con ocasión de los delitos de lesa humanidad, los crímenes de 

guerra y cualquier otro asunto en el que se pueda solicitar la declaratoria 

de responsabilidad patrimonial al Estado, bajo las siguientes premisas: i) en 
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tales eventos resulta aplicable el término para demandar establecido por 

el legislador; ii) este plazo, salvo el caso de la desaparición forzada, que 

tiene regulación legal expresa, se computa desde cuando los afectados 

conocieron o debieron conocer la participación por acción u omisión del 

Estado y advirtieron la posibilidad de imputarle responsabilidad patrimonial, 

y iii) el término pertinente no se aplica cuando se observan situaciones que 

hubiesen impedido materialmente el ejercicio del derecho de acción y, 

una vez superadas, empezará a correr el plazo de ley.” 

 

En consecuencia el señor Juez y acatando la sentencia de unificación 

aplicable al caso concreto deberá tener en cuenta que: 

 

1. El término para demandar con ocasión de los delitos de lesa 

humanidad, crímenes de guerra y cualquier otro asunto en el que se 

pueda solicitar la declaratoria de responsabilidad patrimonial al Estado, es 

el establecido por el legislador.  

 

2. El mencionado plazo debe computarse a partir de la fecha en que los 

afectados conocieron o debieron conocer la participación por acción u 

omisión del Estado y advirtieron la posibilidad de imputarle responsabilidad 

patrimonial, excepto en el caso de la desaparición forzada que tiene una 

regulación legal expresa. 

 

Así las cosas según los documentos aportados se evidencia que JHON 

ALEJANDRO CAICEDO RODRIGUEZ conoció de sus diagnósticos en 2014 y 

2015, sin embargo la demanda contencioso administrativo solo fue 

presentada hasta el año 2019, fuera del termino de dos años legalmente 

establecido para acudir ante el juez competente. Las valoraciones de los 

especialistas en psiquiatría así lo demuestran Junta Medico Laboral 102384 

de 26 de julio de 2018 realizada en cumplimiento de fallo de tutela: 
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Acogiendo entonces las reglas jurisprudenciales establecidas por el H. 

Consejo de Estado en la sentencia de unificación citada, cuyo rango, le 

imprimen un carácter o fuerza vinculante frente a casos análogos, como 

en el caso en comento, el Juzgado Dieciséis Administrativo de Cali deberá 

declarar configurada la caducidad del medio de control. 

 

Se aclara además que en ningún caso se evidencia lesiones nuevas o 

imperceptibles detectadas en la Junta Medico Laboral 102384 de 26 de 

julio de 2018 y en consecuencia contrario a lo que manifestó el magistrado 

al revocar la decisión de primera instancia al rechazar la demanda por 

caducidad, en el caso que nos ocupa, si se configura la caducidad del 

medio de control, por haber superado los dos años establecidos 

legalmente. 

 

INEXISTENCIA DE PRUEBAS PARA DEMOSTRAR LA IMPUTACIÓN 

 

No es suficiente el demostrar la existencia del daño, como se ve reflejada 

con la lesión de la víctima, sino que además debe existir un nexo causal, 

relacionado con la conducta de la administración; se debe probar 

contundentemente que fue la acción u omisión del Ministerio de Defensa 

Nacional la causante del hecho dañino.  

 

Tal como lo ha manifestado el Honorable Consejo de Estado en su 

reiterada jurisprudencia, no basta probar el daño, la existencia del nexo 

causal y con enunciar la imputación, sin que se pruebe la existencia de la 

falla del servicio.  

 

“Es decir, que las actuaciones de los funcionarios sólo comprometen el 

patrimonio de las entidades públicas cuando las mismas tienen algún nexo 

o vínculo con el servicio público. La simple calidad de funcionario público 

que ostente el autor del hecho no vincula necesariamente al Estado, pues 

dicho funcionario puede actuar dentro su ámbito privado separado por 

completo de toda actividad pública.  Para determinar cuándo el hecho 

tiene o no vínculo con el servicio se debe examinar la situación concreta 

para establecer si el funcionario actuó frente a la víctima prevalido de su 

condición de autoridad pública, es decir, que lo que importa examinar no 

es la intencionalidad del sujeto, su motivación interna sino la exteriorización 

de su comportamiento. En otros términos lo que importa para atribuir al 

Estado, por ejemplo, el hecho del policía que agrede a una persona es 

establecer “si a los ojos de la víctima aquel comportamiento lesivo del 

policía nacional aparecía como derivado de un poder público, si quiera 

en la vertiente del funcionamiento anormal de un servicio público”.  En 

tanto el agente se valga de su condición de autoridad pública y utilice los 

bienes de dotación oficial para cometer el hecho, su actuación tiene 

vínculo con el servicio y en esa medida le es imputable al Estado. Pero, se 

reitera, la responsabilidad de la administración no deviene del hecho de 

que el autor esté vinculado a una entidad pública. Si el funcionario incurre 

en una conducta delictiva ajena a la prestación del servicio, debe 

acreditarse que la entidad incurrió en una falla para imputarle el hecho, 

pues esta falla no se presume”6 

 

                                                           
6
 Consejo de Estado. Sentencia del 16 de septiembre de 1999. Exp. 10922 M.P. Hoyos Duque. 
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En este momento no está acreditada la imputación, y no hay lugar a que 

se decrete la responsabilidad del Estado, y esto se deduce de la carencia 

total de elementos probatorios que permitan demostrar que 

efectivamente, existió acción u omisión por parte de los agentes del 

Estado. La ausencia de pruebas impide que se pueda demostrar la 

atribución de responsabilidad a la Administración, pues no hay los 

elementos probatorios que la puedan establecer con meridiana claridad. 

 

FALTA DE LOS ELEMENTOS NECESARIOS DE IMPUTACION 

 

En el proceso, no hay elementos de juicio suficientes que conduzcan 

inequívocamente a establecer la responsabilidad de la entidad 

demandada. 

 

Y LA INNOMINADA:  

 

Interpongo esta excepción frente a toda situación de hecho y/o derecho 

que resulte probada en el presente proceso y que beneficie los intereses 

de la entidad que represento.  

 

Solicito el reconocimiento oficioso, en la sentencia, de los hechos que 

resulten probados y que contribuyan una excepción de fondo. 

Fundamento la petición en el artículo 282 del C.G.P.  

 

“ARTÍCULO 282. RESOLUCIÓN SOBRE EXCEPCIONES. En cualquier tipo de 

proceso, cuando el juez halle probados los hechos que constituyen una 

excepción deberá reconocerla oficiosamente en la sentencia, salvo las de 

prescripción, compensación y nulidad relativa, que deberán alegarse en la 

contestación de la demanda. 

Cuando no se proponga oportunamente la excepción de prescripción 

extintiva, se entenderá renunciada. 

Si el juez encuentra probada una excepción que conduzca a rechazar 

todas las pretensiones de la demanda, debe abstenerse de examinar las 

restantes. En este caso si el superior considera infundada aquella 

excepción resolverá sobre las otras, aunque quien la alegó no haya 

apelado de la sentencia. 

Cuando se proponga la excepción de nulidad o la de simulación del acto 

o contrato del cual se pretende derivar la relación debatida en el proceso, 

el juez se pronunciará expresamente en la sentencia sobre tales figuras, 

siempre que en el proceso sean parte quienes lo fueron en dicho acto o 

contrato; en caso contrario se limitará a declarar si es o no fundada la 

excepción.” 

 

Las demás que considere el despacho. 

 

 

PROBLEMA JURÍDICO. 

  

Si no se declara la caducidad del medio de control, será tarea de la 

judicatura determinar si la Nación – Ministerio de Defensa – Ejercito 

Nacional, es o no administrativamente responsable, por las lesiones de 

JHON ALEJANDRO CAICEDO RODRIGUEZ.  Y en consecuencia de lo anterior: 

 

http://www.mindefensa.gov.co/
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1. ¿JHON ALEJANDRO CAICEDO RODRIGUEZ tiene algún porcentaje de 

invalidez o disminución de la capacidad psicofísica que deba ser 

indemnizado, por su nexo causal con el servicio? 

 

2. ¿Cuál es la fecha real del hecho dañino o fecha de concreción del 

daño y si el mismo tiene como causa la prestación del servicio militar 

obligatorio? 

 

3. ¿Se configura la caducidad de la acción con las pruebas allegadas 

en la etapa probatoria? 

 

4. ¿La imputabilidad al servicio establecida en la Junta Medico Laboral 

102384 de 26 de julio de 2018 ENFERMEDAD COMUN, rompe el nexo 

causal con el servicio? 

 

FRENTE A LOS HECHOS: 

 

Las informaciones plasmadas en el escrito de demanda constituyen objeto 

de prueba en el proceso de la referencia; la persona pública demandada 

se estará al resultado de las pruebas, producto de las investigaciones 

adelantadas por las instancias judiciales competentes.  

 

Los hechos objeto de la demanda Constituyen apreciaciones de la parte 

actora que deben ser demostrados debidamente dentro del proceso. 

 

Los demandantes por ser susceptible de ello deberán probar todos y cada 

una de los hechos sobre los cuales construyen las pretensiones de la 

demanda, por los medios probatorios idóneos y pedidos en la oportunidad 

procesal respectiva, con las formalidades previstas en la ley y cuando se 

trata de documentos, estos deben ser expedidos o autenticados por 

funcionarios competentes.  

 

RESPECTO AL HECHO UNO, DOS, TRES, CUATRO: Se aducen como ciertos. 

 

RESPECTO AL HECHO CINCO: No es cierto que el señor JHON ALEJANDRO 

CAICEDO RODRIGUEZ, haya entrado en perfectas condiciones a servicio 

militar como se afirma, ya que la Ley 48 de 1993 señala “ARTÍCULO 16. El 

primer examen de aptitud sicofísica será practicado por oficiales de 

sanidad o profesionales especialistas al Servicio de las Fuerzas Militares en 

el lugar y hora fijados por las autoridades de Reclutamiento. Es decir que la 

misma norma no exige exámenes médicos, clínicos especializados o 

estudios adicionales a la valoración médica general. 

 

RESPECTO A LOS HECHOS SEXTO A NOVENO: Son ciertos y se evidencia con 

claridad que la parte demandante reconoce desde este momento el 

conocimiento del hecho dañino, es decir años 2014 y 2015. 

 

RESPECTO AL HECHO DIEZ: No es cierto que solo hasta 2018 haya conocido 

de sus lesiones ya que la historia clínica como ya se indicó es clara en sus 

diagnósticos en los años 2014 y 2015, en igual sentido estas lesiones están 

referenciadas en el acta de evacuación firmada por el demandante que 

se anexa a este escrito: 
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RESPECTO AL HECHO ONCE: No es cierto, con claridad se lee de la Junta 

Medico Laboral que las lesiones del hoy demandante son ENFERMEDADES 

COMUNES y por lo tanto no tienen ninguna relación con el servicio militar. 

 

RESPECTO AL HECHO DOCE: No es un hecho. 

 

RESPECTO AL HECHO TRECE: No es un hecho, sin embargo basta remitirse a 

la sentencia de unificación de enero de 2020 para desechar las 

afirmaciones aquí lanzadas. 

 

CARGA DE LA PRUEBA (ART. 167 CGP). 

 

El inciso primero del artículo 167 del C.G.P señala que “Incumbe a las 

partes probar el supuesto de hecho de las normas que consagran el efecto 

jurídico que ellas persiguen.” (…).  

 

Dicha preceptiva consagra la regla subjetiva de la carga de la prueba, 

acogida y aplicada en nuestra legislación, según la cual las partes están 

llamadas a aportar las pruebas que sustenten sus pretensiones, so pena de 

que las mismas sean desestimadas. Así lo enseña el profesor Hernando 

Devis Echandía7: 

 

“Pero, simultánea e indirectamente, dicha regla determina qué hechos 

debe probar cada parte para no resultar perjudicada cuando el juez la 

aplique (a falta también de prueba aportada oficiosamente o por la parte 

contraria, dada la comunidad de la prueba, que estudiamos en el núm. 

31, punto 4), puesto que, conforme a ella, la decisión debe ser adversa a 

quien debería suministrarla, y, por tanto, le interesa aducirla para evitar 

consecuencias desfavorables.” (…) Subrayas fuera de texto. 

 

Esta carga procesal, implica la responsabilidad de las partes por su 

conducta durante el proceso, tendiente a allegar la prueba de los hechos 

que la benefician y a controvertir la de aquellos que han sido acreditados 

por el contrario y que pueden perjudicarla; en este orden de ideas, puede 

decirse que a las parte le es dable colocarse en una total o parcial 

inactividad probatoria por su propia cuenta y riesgo. 

 

Este principio contiene una regla de conducta para el juzgador, en virtud 

de la cual, cuando falta la prueba del hecho que sirve de presupuesto a la 

norma jurídica que una parte invoca a su favor, debe fallar de fondo y en 

contra de esa parte8. Así pues, el fallador puede cumplir con su función de 
                                                           
7
DEVIS ECHANDÍA, Hernando. Teoría General de la Prueba Judicial, Tomo I. Bogotá: Editorial Temis, Quinta 

Edición, 2006. p.405, 406. 
8
 DEVIS ECHANDÍA, Hernando; Compendio de Derecho Procesal. Pruebas Judiciales, Décima Edición; 

Biblioteca Jurídica Diké, Medellín, 1994, T.II, p. 27. 
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resolver el litigio cuando ante la ausencia de elementos probatorios, sin 

tener que abstenerse, para dar cumplimiento a los principios de economía 

procesal y eficacia de la función. 

 

En suma, quienes hagan parte de la Litis, deben participar activamente en 

el recaudo del material probatorio, para impedir al fallador que ante la 

escasez de medios de convicción, dirima el conflicto aún en contra de lo 

pretendido por ellas. 

 

En relación con la carga probatoria el Honorable Consejo de Estado ha 

manifestado: 

 

“En este sentido, y respecto a la carencia de pruebas que establezcan la 

veracidad de los hechos alegados en la demanda, la Sala observa que en 

el presente caso la parte actora no asumió la carga probatoria que le 

correspondía. No debe olvidarse, que es un principio de derecho 

probatorio, el que para lograr que el juez dirima una controversia de 

manera favorable a las pretensiones o favorable a las razones de defensa 

del ente demandado, es menester demostrar en forma plena y completa 

los .actos o hechos jurídicos de donde procede el derecho, o nace la 

obligación, máxime si ninguna de las partes goza en el proceso 

colombiano de un privilegio especial, de que se tengan por ciertos los 

hechos simplemente enunciados en su escrito, sino que cada una de éstas 

deberá acreditar sus propias aseveraciones. Todo esto en virtud también 

deque el Art. 177 del C. de P. Civil, que consagra el principio de la carga 

de la prueba, terminantemente nos dice que: "Incumbe a las partes probar 

el supuesto de hecho de las normas que consagran el efecto jurídico que 

ellas persiguen...". 

 

(...) 

 

Siendo así las cosas, por deficiencia probatoria no es posible atribuir 

responsabilidad alguna a la Administración Pública, pues es necesario 

demostrar cuál fue la actividad del ente demandado que guarde estrecho 

nexo de causalidad con el daño antijurídico, y la razón misma de la 

imputación del daño.”9 

 

 

ARGUMENTOS JURIDICOS DE LA DEFENSA  FRENTE A LAS PRETENSIONES 

INCOADAS POR LA PARTE DEMANDANTE 

 

LAS ENFERMEDADES NO TIENE RELACION  ALGUNA CON EL SERVICIO MILITAR 

 

“Celulitis 

 

Es una infección común de la piel causada por bacterias. Afecta la capa 

intermedia de la piel (dermis) y los tejidos debajo de esta. A veces, puede 

afectar al músculo. 

 

Causas 

                                                           
9
 Consejo de Estado. Sección Tercera. Sentencia del 21 de abril del 2004. Expediente 1994-02283. M.P. 

Ramiro Saavedra Becerra. 
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Las bacterias estafilococo y estreptococo son las causas más comunes de 

celulitis. 

 

La piel normal tiene muchos tipos de bacterias que viven en ella. Cuando 

hay una ruptura en la piel, estas bacterias pueden causar una infección 

cutánea. 

 

Los factores de riesgo para la celulitis incluyen: 

 Rupturas o descamación de la piel entre los dedos de los pies 

 Antecedentes de enfermedad vascular periférica 

 Lesión o traumatismo con ruptura en la piel (heridas cutáneas) 

 Picaduras y mordeduras de insectos, mordeduras de animales o de 

personas 

 Úlceras a causa de ciertas enfermedades, incluso diabetes y 

enfermedad vascular 

 Uso de medicamentos corticosteroides u otros medicamentos que 

suprimen el sistema inmunitario 

 Herida de una cirugía reciente 

  

Síntomas 

Los síntomas de celulitis incluyen: 

 Fiebre con escalofríos y sudoración 

 Fatiga 

 Dolor o sensibilidad en la zona afectada 

 Inflamación o enrojecimiento de la piel que se hace más grande a 

medida que la infección se propaga 

 Lesión de piel o erupción que aparece repentinamente y crece 

rápidamente en las primeras 24 horas 

 Apariencia de la piel tensa, brillante y estirada 

 Piel caliente en la zona de enrojecimiento 

 Dolores musculares y rigidez articular causada por inflamación del 

tejido sobre la articulación 

 Náuseas y vómitos”10 

 

“Los tumores benignos de la boca o lengua generalmente se presentan 

solos y crecen muy lentamente durante un periodo de 2 a 6 años. Pueden 

aparecer en los labios, encías, paladar, suelo de la boca o lengua (1). 

 

Los signos y síntomas más frecuentes son: 

 

- Un bulto en cualquier parte de la boca o lengua. 

 

- Puede ulcerarse y sangrar. 

 

- Puede interferir con la adhesión adecuada de las dentaduras postizas. 

 

El diagnóstico de una entidad anormal en la cavidad oral es lo más 

importante y se debe identificar su naturaleza benigna o maligna, 

ayudados por una correcta historia y exploración clínica, aunque el 

diagnóstico definitivo que nos permitirá valorar el pronóstico y llevar a 

                                                           
10

 https://medlineplus.gov/spanish/ency/article/000855.htm 
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cabo una terapéutica adecuada, será la biopsia y el estudio 

histopatológico.”11 

 

Frente a las lesiones las autoridades medico laborales después de analizar 

al paciente y contrastarlo con las experticias de los especialistas 

concluyen que se trata de enfermedades comunes. 

 

DE LA TEORIA DE LA  RESPONSABILIDAD. 

 

En el concepto de daño antijurídico contenido en el mandamiento 

constitucional del artículo 90, pues sobre él - en tanto afecta a la víctima - 

se edifica la responsabilidad del Estado, a condición de que le sea 

imputable. El daño, en “su sentido natural y obvio”, es un hecho, 

consistente en “el detrimento, perjuicio, menoscabo, dolor o molestia 

causado a alguien”, “…en su persona, bienes, libertad, honor, afectos, 

creencias, etc….” y “...supone la destrucción o disminución de ventajas o 

beneficios patrimoniales o extrapatrimoniales de que goza un individuo. 

Según se ha visto, la condición necesaria para que desencadene la 

reparación es que el daño sea antijurídico, calificación que se obtiene de 

constatar que el ordenamiento jurídico no le ha impuesto a la víctima el 

deber de soportarlo, es decir, que el daño carezca de “causales de 

justificación.” Este punto lo explica así el profesor García de Enterría: “la 

calificación de un perjuicio en justo o injusto depende de la existencia o no 

de causas de justificación (civil) en la acción personal del sujeto a quien se 

impute el perjuicio. La causa de justificación ha de ser expresa y concreta 

y consistirá siempre en un título que legitime el perjuicio contemplado: por 

ejemplo la exacción de un impuesto, el cumplimiento de un contrato, una 

ejecución administrativa o procesal. Fuera de esta hipótesis, todo perjuicio 

o detrimento patrimonial imputable a un sujeto será una lesión, un perjuicio 

injusto.” Adviértase como, entendido así el daño antijurídico frente al cual 

la Constitución Impone la obligación reparatoria a cargo del Estado, si bien 

puede revestir modalidades diversas (material, moral, fisiológico, etc ), 

constituye una constante, razón por la cual, al tiempo que constituye un 

elemento indispensable para declarar la responsabilidad patrimonial del 

Estado, se sitúa en la base misma de la institución jurídica proveyéndola de 

fundamento.      

 

Es por esto que quien pretenda la acción resarcitoria por responsabilidad 

extracontractual de Estado, según reiterada jurisprudencia de Honorable 

Consejo de Estado, debe demostrar los siguientes elementos axiológicos: 

 

1. Un mal funcionamiento del servicio que corresponde a la 

administración incluyendo dentro de este concepto el 

funcionamiento tardío, el deficiente y su no prestación. 

 

2. Que se causó un perjuicio. 

 

3. Que existe una relación de causalidad entre el perjuicio y el mal 

funcionamiento.  

                                                           
11

 PEREZ-SALCEDO, L.; BASCONES MARTINEZ, A. Tumores benignos de la mucosa oral. Av Odontoestomatol,  
Madrid, v.26, n.1, p.11-18, feb. 2010. Disponible en  
<http://scielo.isciii.es/scielo.php?script=sci_arttext&pid=S0213-12852010000100002&lng=es&nrm=iso>. 
accedido en  14  jul.  2021. 
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De la demostración de esos 3 elementos, depende el que las pretensiones 

de la parte actora puedan prosperar ya que a ninguna de las partes 

intervinientes en un proceso de conocimiento de la jurisdicción 

contenciosa administrativa, la ley exonera de la obligación de probar. 

 

Se ha dicho, teniendo que teniendo en cuenta el precepto del art 90 

Constitucional, que la responsabilidad patrimonial del Estado requiere, 

además del daño antijurídico, que el mismo le sea imputable.  

El Honorable Consejo de Estado al respecto ha manifestado:  

 

“la lesión pueda ser imputada…“, ha dicho la doctrina, 

significa que pueda ser “…jurídicamente atribuida, a un sujeto 

distinto de la propia víctima. “ 12  “La imputabilidad consiste, 

pues, en la determinación de las condiciones mínimas 

necesarias para que un hecho pueda ser atribuido a alguien 

como responsable del mismo, con el objeto de que deba 

soportar las consecuencias.”13           

 

De allí que elemento necesario para la imputación del daño es la 

existencia del nexo causal entre la actividad (lícita o no) o la omisión de las 

autoridades públicas (art 90 de la C.P.) y el daño antijurídico que se 

reclama, de modo tal que éste sea efecto de aquellas que serán su causa.  

 

Necesaria la causalidad, no resulta siempre suficiente cuando de imputar 

el daño se trata, pues, como lo enseñan García de Enterría y Tomás Ramón 

Fernández, 

 

  “El supuesto más simple que cabe imaginar es, naturalmente, 

el de la causación material del daño por el sujeto responsable. 

En tal caso, la imputación de responsabilidad, en cuanto 

fenómeno jurídico, se produce automáticamente una vez que 

se prueba la relación de causalidad existente entre la 

actividad del sujeto productor del daño y el perjuicio 

producido. Las cosas no se producen siempre tan 

simplemente, sin embargo, y ello porque en materia de 

responsabilidad civil, a diferencia de lo que ocurre en el 

ámbito penal, el objetivo último que se persigue no es tanto 

como el de identificar a una persona como autora del hecho 

lesivo, sino el de localizar un patrimonio con cargo al cual 

podrá hacerse efectiva la reparación del daño causado. Esta 

finalidad garantizadora, que está en la base de todo sistema 

de responsabilidad patrimonial, produce con frecuencia una 

disociación entre imputación y causalidad. Probar que existe 

un nexo causal entre el hecho que constituye la fuente 

normativa de la responsabilidad y el daño producido será 

siempre necesario para que la imputación pueda tener lugar y 

con ella pueda nacer la responsabilidad, pero la mera 

relación de causalidad entre el hecho ( y su autor ) y el daño 

no basta para justificar la atribución del deber de reparación 

                                                           
12

 Vasquez, Adolfo R. Responsabilidad Aquiliana del Estado y sus funcionarios, página 179.  
13

 Ibídem, página 180. 
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al sujeto a quien la Ley califica de responsable. Así ocurre, por 

lo pronto, cuando la responsabilidad se predica de personas 

jurídicas, en la medida en que éstas sólo pueden actuar a 

través de personas físicas. En tales casos - y en todos aquellos 

en los que la responsabilidad se configura legalmente al 

margen de la idea de culpa - la imputación no puede 

realizarse en base a la mera causación material del daño, sino 

que tiene que apoyarse, previa justificación de su 

procedencia, en otras razones o títulos jurídicos diferentes, ya 

sea la propiedad de la cosa que ha producido el daño, la 

titularidad de la empresa en cuyo seno ha surgido el perjuicio, 

la dependencia en que respecto del sujeto responsable se 

encuentra el autor material del hecho lesivo, o cualquier otra. 

 

“Siendo la administración pública una persona jurídica, 

el problema de la imputación de responsabilidad se plantea 

en los términos que acabamos de decir, lo cual hace 

necesario precisar los títulos en virtud de los cuales pueda 

atribuírsela jurídicamente el deber de reparación.” (Consejo 

de Estado Sección Tercera. Sentencia del 27 de enero del 

2000. Expediente 10867. M.P. Alier Hernández) 

 

Por lo tanto, es elemento necesario para la imputación del daño  la 

existencia del nexo causal entre la actividad (lícita o no) o la omisión de las 

autoridades públicas (art. 90 de la C.P.) y el daño antijurídico que se 

reclama, de modo tal que éste sea efecto de aquellas que serán su causa. 

 

En relación con la imputabilidad del daño el Honorable Consejo de Estado 

ha manifestado igualmente:  

 

“Establecido el primero de los elementos que, como se dijo constituye la 

base misma de la responsabilidad patrimonial del Estado, es decir, la 

existencia de un daño antijurídico sufrido por el demandante, es menester 

establecer el segundo: la imputación de ese daño al Estado. 

 

Imputar —para nuestro caso— es atribuir el daño que padeció la víctima al 

Estado, circunstancia que se constituye en condición sine qua non para 

declarar la responsabilidad patrimonial de este último. 

 

De allí que elemento indispensable —aunque no siempre suficiente — para 

la imputación, es el nexo causal entre el hecho causante del daño y el 

daño mismo, de modo que este sea el efecto del primero. 

 

Por eso, la parte última del inciso primero del artículo 90 de la Constitución 

Política, en cuanto exige —en orden a deducir la responsabilidad 

patrimonial del Estado—, que los daños antijurídicos sean “causados por la 

acción o la omisión de las autoridades públicas”, está refiriéndose al 

fenómeno de la imputabilidad, tanto fáctica como jurídica. 

 

Rodrigo Escobar Gil se refiere al punto en estos términos: 

 

“... para el nacimiento de la obligación de reparar no basta 

sólo la imputatio facti; es decir, la relación de causalidad entre 

http://www.mindefensa.gov.co/
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un hecho y un daño, sino que es necesario la imputatio juris, 

esto es, una razón de derecho que justifique que la 

disminución patrimonial sufrida por la víctima se desplace al 

patrimonio del ofensor).  

 

Leguina lo expresa de esta manera: 

 

“Para poder imputar un daño a un ente público, lo que 

interesa es... que el ente tenga la titularidad del servicio o de 

la actividad desarrollada por sus funcionarios”  

 

García de Enterría se ocupa también de los “títulos y modalidades de 

imputación del daño a la administración” y, entre ellos se ocupa de “la 

integración del agente en la organización o actividad” —por la cual se 

ocasiona el daño, aunque advierte que “...por muy generosa que quiera 

ser la fórmula legal, es obvio que la cobertura de la administración no 

puede ser indefinida entre estos casos, de forma que alcance a los daños 

puramente personales del agente “puesto que “El fenómeno de 

imputación a la administración de la conducta lesiva de las personas que 

emplea se detiene, naturalmente, en los límites del servicio público, que es 

la referencia que la ley utiliza, excluyendo la actividad privada de 

aquéllos” 

 

En este entendimiento, la imputación del daño al Estado depende, en este 

caso, de que su causación obedezca a la acción o a la omisión de las 

autoridades públicas, en desarrollo del servicio público o en nexo con él, 

excluyendo la conducta personal del servidor público que, sin conexión 

con el servicio, causa un daño. (Sentencia 10948 y 11643 de octubre 21 de 

Consejo de estado- Sección tercera.) 

 

El daño para ser indemnizable exige entre otros requisitos, el denominado 

de certeza, relacionado con la realidad de su existencia, en consecuencia 

se opone a cualquier concepto de daño hipotético o eventual. 

 

En este momento no está acreditada la imputación, y no hay lugar a que 

se decrete la responsabilidad del Estado y esto se deduce de la carencia 

total de elementos probatorios que permitan demostrar que 

efectivamente, existió una acción u omisión por parte de los agentes del 

Estado. La ausencia de pruebas impide que se pueda demostrar la 

atribución de responsabilidad a la Administración, pues no hay los 

elementos probatorios que la puedan establecer con meridiana claridad. 

 

De conformidad con los argumentos jurídicos expuestos anteriormente  

comedidamente solicito al señor Juez se nieguen las pretensiones de la 

demanda en consideración a que contrario a lo afirmado por la parte 

accionante y como consecuencia de una valoración en conjunto de la 

totalidad del material probatorio allegado, debe concluirse que no se 

probó que el daño fuera imputable al Estado. 

 

 

PRUEBAS: 

 

ALLEGADAS 
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 Oficio respuesta No. 070 de 17 de junio de 2021. 

 

 Oficio respuesta No. 03639 MDN-COGFM-COEJC-SECEJ-JEMOP-

DIV03-CECAU-COAPO-C11-1.10 de 21 de junio de 2021. 

 

 

DOMICILIO  Y  NOTIFICACIONES 

 

La parte demandada, Nación – Ministerio de Defensa Nacional – Fuerza 

Aérea Colombiana y su representante legal, tienen su domicilio en Bogotá, 

en la avenida el Dorado Carrera 52 CAN EDIFICIO DEL MINISTERO DE 

DEFENSA.  

 

El suscrito apoderado tiene su domicilio en esta ciudad, Oficina del Grupo 

Contencioso Constitucional del Ministerio de Defensa Nacional ubicada en 

el  Cantón Militar de Pichincha  – Tercera Brigada del Ejército Nacional, en 

la calle 5a con carrera 80 de la ciudad de Cali y en el correo electrónico 

notificaciones.cali@mindefensa.gov.co, con copia a 

marco.benavides@mindefensa.gov.co y coordinadormebe@gmail.com 

donde recibiré notificaciones. 

 

 

ANEXOS 

 

a) Los documentos relacionados en el acápite de pruebas.  

b) Poder otorgado para el asunto y sus anexos. 

 

 

Cordialmente, 

 
MARCO ESTEBAN BENAVIDES ESTRADA 

C.C. 12.751.582 de Pasto 

T.P. 149110 del C. S. de la J. 

http://www.mindefensa.gov.co/
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           PÚBLICA CLASIFICADA 
 
 

PÚBLICA CLASIFICADA 

 
MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL 

  COMANDO GENERAL DE LAS FUERZAS MILITARES 
EJÉRCITO NACIONAL 

COMANDO OPERATIVO DE ESTABILIZACION Y CONSOLIDACION APOLO 

 

 
Radicado No 03639 MDN-COGFM-COEJC-SECEJ-JEMOP-DIV03-CECAU-COAPO-C11-1.10 

 
 
Miranda Cauca, 21 de junio de 2021 
 
 
Señor  
MARCO ESTEBAN BENAVIDES ESTRADA 
Líder de Defensa Jurídica y Actividad Litigiosa G-1 
Grupo Contencioso Constitucional Ministerio de Defensa 
Marco.benavides@mindefensa.gov.co 
 
 
Asunto:  Respuesta Oficio N° 025-2021 
 
 
Respetuosamente por medio de presente me permito remitir al señor MARCO 
ESTEBAN BENAVIDES ESTRADA Líder de Defensa Jurídica y Actividad Litigiosa 
G-1, respuesta al oficio de la referencia mediante el cual solicita los Informes y 
documentos relacionados con el caso concreto, sobre la presente petición con el fin 
de contestar la demanda adelantada por C.C. 1144090111 JHON ALEJANDRO 
CAICEDO RODRIGUEZ contra la NACION-MINISTERIO DE DEFENSA 
NACIONAL EJERCITO NACIONAL. 
 
Consecuente con lo anterior, se informa que esta Unidad Operativa Menor ha 
verificado con el encargado del archivo central la solicitud encontrando la siguiente 
información que, se adjunta en 24 folios útiles para su conocimiento y fines 
pertinentes.  
 
 
 

 

Atentamente, 
 
 
 
 
 
 
 
Coronel CESAR A. BAQUERO CAMPOS 
Jefe de Estado Mayor y Segundo Comandante del Comando Operativo Apolo 
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